
C.A. de Temuco

Temuco, treinta  de junio de dos mil veinticinco.

VISTOS:

Comparece don Jorge Silhi Zarzar, abogado, en representaci nó  

de  don  Ricardo  Lav n  Salazar,  abogado,  interponiendo  recurso  deí  

protecci n en contra de la Subsecretar a de Derechos Humanos deló í  

Ministerio  de  Justicia  y  Derechos  Humanos,  representada  por  su 

jefatura,  do a  Daniela  Paz  Quintanilla  Maffei,  fundado  en  que  lañ  

resoluci n  exenta  N 347,  de  fecha  29  de  noviembre  de  2024,  queó °  

dispuso la no renovaci n de la contrata del actor para el a o 2025,ó ñ  

constituye un acto arbitrario e ilegal por carecer de motivaci n, salvo eló  

gen rico y ambiguo r tulo  que no son necesarios sus servicios , loé ó “ ”  

que lo ha privado del leg timo ejercicio de derechos fundamentales, ení  

particular el derecho de propiedad, seg n el art culo 19 N 24 de laú í °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

El  recurrente  se ala  que  su  representado  prest  servicios  deñ ó  

manera ininterrumpida para la Administraci n del Estado desde el a oó ñ  

2013, primero a honorarios y luego, desde el a o 2019, en calidad deñ  

funcionario a contrata, grado 8, como abogado del rea Jur dica delÁ í  

Programa de Derechos Humanos de la Subsecretar a recurrida. í

Alega  que  la  decisi n  de  no  renovaci n  constituye  unaó ó  

vulneraci n  al  principio  de  confianza  leg tima,  reconocida  por  laó í  

Excma.  Corte  Suprema,  la  cual  protege a  los  funcionarios  p blicosú  

contra  decisiones  intempestivas  de  la  Administraci n,  cuando  hanó  

prestado servicios de forma continua por un per odo significativo deí  

tiempo.

Sostiene  que  la  autoridad  no  fundament  adecuadamente  suó  

decisi n y que, adem s, el acto recurrido se justifica solo de maneraó á  

gen rica en supuestos criterios de reestructuraci n interna, presupuestoé ó  

y  redistribuci n  de  dotaci n,  sin  detallar  c mo  tales  fundamentosó ó ó  

justifican prescindir de sus servicios en particular,  y no los de otros 

funcionarios en condiciones comparables. 
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Precisa que la supuesta carga financiera en la  implementaci nó  

del plan de b squeda de detenidos desparecidos no es un argumentoú  

suficiente por cuanto no se indica cu l es el presupuesto dinerario paraá  

dicho plan y en qu  porcentaje lo aliviar a el sueldo de don Ricardoé í  

Lav n,  siendo  irrisorio  pretender  que  un  presupuesto  se  podrí á 

implementar con solo desvincular a una profesional. 

Se ala  que  el  desempe o  del  actor  ha  sido  calificadoñ ñ  

anteriormente  como sobresaliente  y  que  no pesa  sobre  l  reprocheé  

alguno en el cumplimiento de sus funciones.

Solicita  que  se  declare  la  ilegalidad  y  arbitrariedad  del  acto 

administrativo  impugnado  y,  en  consecuencia,  se  deje  sin  efecto  la 

resoluci n exenta N 347-2024, disponiendo su reincorporaci n al cargoó ° ó  

que ejerc a, por estimarse que goza de la leg tima confianza de que suí í  

v nculo con la Administraci n ser a renovado.í ó í

Que la  recurrida,  al  evacuar  informe,  se ala  que  el  acto  fueñ  

dictado conforme al marco jur dico vigente, que reconoce la naturalezaí  

transitoria de las contratas, estableciendo su t rmino autom tico al 31é á  

de  diciembre  de cada a o.  A ade  que la  decisi n  se  fund  en  unñ ñ ó ó  

proceso de reestructuraci n interna derivado de la entrada en vigenciaó  

del Plan Nacional de B squeda de Verdad y Justicia, aprobado por elú  

Decreto Supremo N 98 de 2023, que asign  al Programa de Derechos° ó  

Humanos nuevas y exigentes funciones, como rgano ejecutor de dichaó  

pol tica p blica.í ú

Precisa  que  para  la  ejecuci n  de  este  plan  no  se  asignaronó  

nuevos recursos presupuestarios en la Ley de Presupuestos del Sector 

P blico  para  el  a o  2025  (Ley  N 21.722),  la  cual  contempla  elú ñ °  

financiamiento  del  personal  del  Programa  de  Derechos  Humanos 

exclusivamente por la v a del Subt tulo 24, tem 09, Asignaci n 001.í í í ó  

Esta  glosa  legal  impone l mites  tanto a  la  cantidad de  funcionariosí  

como al destino espec fico de los recursos, incluyendo remuneraciones,í  

diligencias  judiciales,  digitalizaci n  de  archivos,  acompa amiento  aó ñ  
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v ctimas  y soporte  tecnol gico  de  la  plataforma digital  del  Plan  deí ó  

B squeda.ú

 Que,  en dicho contexto,  la  Subsecretar a  efectu  un an lisisí ó á  

t cnico  de  cargas  laborales  de  todas  las  reas  que  componen  elé á  

Programa,  detectando  que  la  rea  Jur dica  concentraba  la  mayorÁ í  

dotaci n de personal (18 abogados y 3 procuradores), y que la Regi nó ó  

de La Araucan a donde prestaba funciones el actor  contaba coní — —  

tres  abogados  y  un  procurador,  lo  cual  representaba  una  dotaci nó  

relativamente m s alta que otras regiones, algunas de ellas con dotaci ná ó  

unipersonal, pero igual o mayor carga de causas.

Precisa que del informe de cargas laborales se desprende que el 

actor,  don  Ricardo  Lav n,  ten a  asignadas  13  causas  judiciales,í í  

mientras  que  sus  colegas  en  la  misma  regi n  ten an  33  (jornadaó í  

completa) y 12 causas (en media jornada) respectivamente. Con base en 

estos datos objetivos, la autoridad concluy  que su cupo era el queó  

pod a  ser  suprimido  con  menor  impacto  operativo,  permitiendoí  

redistribuir su carga a las otras profesionales sin sobrecarga indebida.

Aduce que la decisi n impugnada se sustent  en un conjunto deó ó  

antecedentes  concretos,  razonables  y  verificables,  relativos  al 

funcionamiento  del  servicio,  al  cumplimiento  de  un  mandato  legal 

(Plan Nacional de B squeda), y a la reorganizaci n del personal dentroú ó  

del marco de los recursos disponibles. En consecuencia, no se advierte 

que el acto haya sido adoptado en forma caprichosa, intempestiva o 

discriminatoria.

Que en cuanto al principio de confianza leg tima, si bien existeí  

jurisprudencia que reconoce su aplicaci n a funcionarios a contrata conó  

un tiempo prolongado de v nculo con la Administraci n, tambi n se haí ó é  

sostenido que su invocaci n no puede limitar ni restringir las facultadesó  

propias de la jefatura de servicio para reorganizar la dotaci n, siempreó  

que dicha decisi n sea motivada y razonada, como ha ocurrido en eló  

presente caso.
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Alega  que  no  se  configura  una  infracci n  al  derecho  deó  

propiedad del art culo 19 N 24 de la Constituci n, toda vez que elí ° ó  

recurrente no ha sido privado de un derecho adquirido o de un bien 

incorporal que la ley le asegure en forma permanente. El cargo que 

desempe aba era de car cter anual y su continuidad depend a de unañ á í  

nueva designaci n, la cual no se perfeccion .ó ó

Concluye se alando que la decisi n de no renovar la contrata delñ ó  

recurrente se encuentra dentro de las potestades legales de la autoridad 

recurrida, ha sido adoptada con base en razones de inter s p blico, ené ú  

ejercicio  leg timo  de  la  funci n  administrativa,  y  con  adecuadaí ó  

motivaci n.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que, el recurso de protecci n que contempla eló  

art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, fue establecidoí ó í ú  

en favor de quien, por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales 

sufra privaci n,  perturbaci n  o amenaza en el  leg timo ejercicio  deó ó í  

alguno de los  derechos  y garant as  a que se  refiere  la  mencionadaí  

disposici n constitucional, pudiendo el afectado recurrir a la Corte deó  

Apelaciones  respectiva  a  fin  de  que  sta  adopte  de  inmediato  lasé  

providencias  necesarias  para  restablecer  el  imperio  del  derecho  y 

asegurarle la debida protecci n.ó

SEGUNDO: Que, el acto impugnado consiste en la Resoluci nó  

Exenta N 347, de fecha 29 de noviembre de 2024, por medio de la°  

cual la Subsecretar a de Derechos Humanos del Ministerio de Justiciaí  

dispuso la no renovaci n del recurrente su contrata para el a o 2025ó ñ  

de  don  Ricardo  Lav n  Salazar,  funcionario  que  se  desempe aba  aí ñ  

contrata desde el a o 2019 en el Programa de Derechos Humanos.ñ

TERCERO: Que,  seg n  los  antecedentes  allegados  a  estosú  

autos, el recurrente se ha desempe ado ininterrumpidamente por m sñ á  

de cinco a os bajo el v nculo estatutario añ í “  contrata , cumpliendo de”  

este modo con el est ndar fijado por la Corte Suprema en sus fallosá  
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roles N s 26.112-2022, 26.196-2022 y otros, que establece la existencia°  

de confianza leg tima en quienes han prestado servicios aí  contrata por 

al menos cinco a os consecutivos.ñ

CUARTO: Que,  conforme  a  dicha  jurisprudencia,  una  vez 

adquirida la confianza leg tima, la  Administraci n s lo puede ponerí ó ó  

t rmino al v nculo estatutario por dos v as legales: mediante sumarioé í í  

administrativo que derive en la destituci n, o por calificaci n anual queó ó  

as  lo habilite.í

QUINTO: Que,  en  el  caso  de  autos,  no  consta  que  el 

recurrente haya sido objeto de alg n sumario administrativo que hayaú  

concluido con sanci n de destituci n.ó ó

Tampoco  consta  que  haya  sido  calificado  en  lista  N  4°  

( deficiente ),  que es  la  nica que permite  fundar  legalmente la  no“ ” ú  

renovaci n de laó  contrata seg n el art culo 50, inciso tercero, de la Leyú í  

N  18.834.°

SEXTO: Que, en consecuencia,  no concurre ninguna de las 

causales legalmente habilitantes para poner t rmino a laé  contrata de un 

funcionario  protegido  por  el  principio  de  confianza  leg tima.  Laí  

decisi n administrativa se funda en antecedentes que dicen relaci n aó ó  

una reestructuraci n y supuestos problemas presupuestarios los que noó  

pueden constituir fundamento suficiente para el t rmino del v nculo delé í  

actor por cuanto contraviene la doctrina uniforme de la Excma. Corte 

Suprema.

S PTIMO:É  Que,  por  lo  anterior,  el  acto  administrativo 

recurrido adolece de ilegalidad y arbitrariedad, y lesiona las garant así  

constitucionales del actor consagradas en el art culo 19 N  2 (igualdadí °  

ante la ley) y N  24 (derecho de propiedad sobre el empleo p blico° ú  

conforme a la jurisprudencia del Rol N  38.681-2017 de la Excma.°  

Corte Suprema), en tanto afecta injustificadamente su estabilidad en el 

empleo sin los fundamentos requeridos.

Por estas consideraciones, y visto lo dispuesto en el art culo 20 deí  

la  Constituci n  Pol tica  de la  Rep blica  y el  Auto Acordado de laó í ú  
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Excma. Corte Suprema sobre tramitaci n del recurso de protecci n, seó ó  

declara:

Que,  SE  ACOGE,  el  recurso  de  protecci n  interpuesto  enó  

favor de don Ricardo Lav n Salazar, y en consecuencia, se deja siní  

efecto la Resoluci n Exenta N 347, de fecha 29 de noviembre de 2024ó °  

de la  Subsecretar a de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia,í  

ordenando a la autoridad recurrida el reintegro inmediato del actor a 

sus funciones en el cargo que serv a al 31 de diciembre de 2024, coní  

todos sus derechos y remuneraciones asociadas, dentro del plazo de 10 

d as desde que esta sentencia quede firme y ejecutoriada.í

Redacci n del fallo por la Ministra Sra. Cecilia Aravena L pez.ó ó

Reg strese, comun quese y arch vese, en su oportunidad.í í í

N°Protecci n-8822-2024ó . (cwm)
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Temuco integrada por los Ministros (as) Adriana

Cecilia Aravena L., Maria Georgina Gutierrez A. y Fiscal Judicial Juan Bladimiro Santana S. Temuco,

treinta de junio de dos mil veinticinco.

En Temuco, a treinta de junio de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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